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1. EL PROBLEMA 

D espués de ser aprobada por la Cámara de Diputados, 

el Senado de la República aprobó la Ley Federal de Seyu- 

ridad Privado el 27 de abril tle 2006, inisma que fue publicada 

en el Diario Oficial de la Federación, por orden del Poder Eie- 

cutivo Federol, el 6 de iulio del mismo ano. 

El  4 de septiembre de 2006, lo Asainblea del Distrito Fe- 

deral promovió controversia constitucional contra ambas 

Cámaras del Congreso General y e Presidente de la Repú- 

blica, demandando la invalidez de la referido ley, argumentando 

en sus conceptos de invalidez esencialmente lo siguiente: 

a) E l  Congreso de la Unión carece de competencia para 

emitir la Ley Federal de Seguridad Privada, pues lo hizo en uso 
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de una facultad que la Ley General que Establece las Bases de 

Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública y 

la Ley Orgánica de la Administración Público Federal otorga 

al  Poder Eiecutivo Federal, transgrediendo el principio de 

división de poderes previsto en el artículo 49 de la Cons- 

titución Federal. 

b) El fundamento constitucional para legislar en esta ma- 

teria resulta inexistente porque ni el artículo 21, ni el 73, fracción 

XXII, de la Norma Fundamental, a los que alude la Exposi- 

ción de Motivos de cado una de las propuestas presentadas, 

otorgan al Congreso de la Unión facultad para legislar en 

materia de prestación de servicios de seguridad privada, ni 

de infraestructura, equipo e instalación inherentes a los mismos 

cuando éstos se presten en dos o más entidades federativas, 

por  parte de personas físicos o morales de carácter privado. 

Asimismo, adulo la parte actora que el artículo 122 constitu- 

cional, apartado C, base primera, fracción V, inciso i), faculta 

expresamente a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal 

(D.F.) a normor los servicios de seguridad  restados por 

empresas privadas. 

2. LOS RAZONAMIENTOS DE LA SUPREMA CORTE 

El  método que sigue la sentencia comentada, para resolver el 

problema planteado, consiste en diversos pasos: 

1 .  Descripción general de la fórmula de distribución de 

competencias del sistema federal mexicano. 

2. Descripción particulary específica de las llamados "fa: 

cultades concurrentes. 



3 .  Discusión relativa a determinar si la seguridad público 

es una facultad concurrente. 

4. Discusión relativa a determinar s i  la seguridad a que se 

refiere el artículo 21 de lo Constitución General incluye a 

la seguridad privada. 

5. A partir de lo anterior, definir el sentido y alcances de 

la facultad legislativa que consagra el artículo 122, apor- 

tado C, base primera, fracción V, inciso i), de la Constitución 

General. 

Después de seguir estos pasos, la Corte determina, en la 

decisión mayoritaria, que l c i  seguridad pública sí es una mote- 

ria sujeta al régimen de facdltades concurrentes; además, que 

la seguridad a que se refiere el artículo 21 sí incluye a lo segu- 

ridad privada; y con base en ello define el sentido y alcance 

de la facultad de la Asamblea Legislativa del D.F. para legislar 

en materia de seguridad pi- ivada acotándolo al ámbito terri- 

torial interno, y abriendo l i i  vía para que el Congreso de la 

 unió^, a través de la Ley Federal de Seguridad Privada, re- 

gule a ésta en lo que tenga que ver con sus dimensiones, que 

se extiendan mós allá del ter:itorio del D.F. e impliquen "coordi- 

iiaciori" entre diversos componentes del Pacto Federal (entidades 

federcitivas y D.F.). 

En lo que sigue, exominuré con detalle algunos de los rozo- 

nomientos de la Corte esgrimidos en diversos segmentos de 

su decisión, pero adelanto lo siguiente: la base de la orgumen- 

tación de lo Suprema Corte para solucionar el caso se 

encuentro en la cuestión relativa o determinar si la seguridad 

pública entra o no en el concepto (y el régimen correspon- 
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diente) de las "facultades concurrentes". En este sentido, la Corte 

se inclina por la afirmativa, y a partir de ello resuelve el caso 

en favor de la constitucionalidad de la Ley Federal de Segu- 

ridad Privada. Por mi parte considero, por los razonamientos 

que desarrollaré posteriormente, que la seguridad público no 

es una materia que esté sujeta al régimen de facultades concu- 

rrentes", lo cual hace caer la estructura argumentativa de la 

decisión aquí comentada. 

3. EL CONCEPTO DE "COMPETENCIAS 
CONCURRENTES"6 

El  uso que el derecho constitucional positivo de los distintos 

Estados federales ha hecho de este término, dista mucho de ser 

homogéneo. Existen estudios de derecho comparado en refe- 

rencia al tema, los cuales han detectado que la forma de en- 

tender este término en diversos países llega a ser contradictoria.' 

Esta circunstancia obliga a intentar una serie de precisiones 

conceptuales que desde la doctrina nos permitan poner algo de 
orden en el manejo de este término tan importante en el diseño 

y funcionamiento de los sistemas federales. 

En primer lugar, debemos mencionar que al estudiar las 

llamadas "competencias concurrentes", la doctrina ha centra- 

do su atención en las competencias 'legislativas" concurrentes, 

muchas veces sin hacer referencia a las competencias e j e -  
cutivas" y "jurisdiccionales". Ello es explicable en países como 

México, con federalismo de inspiración dual (siguiendo el mode- 

- ~p 

Poro un an61irir mór amplio de este y otros temor tratados en e presente comentorio, 
puede canrulturre o SERNA DE LA GARZA. José Mo., El sirterno federol mexicano, un on6liris 
luiidica UNAM, México, 2008. De dicho troboio re ho tomoda a mayor porte de lar deor  
aqui desarrollados. 

' ARGULLOL, Enric j e d i t ~ r j  Federolirmo y Aufonomio, Ariel, Borcelono. 2004, p 31 



lo norteamericano), en donde se entiende que las competencias 

ejecutivas y jurisdiccionales siguen a las legislativas." 

Eri  segundo lugar, en las distintas definiciones doctrinales 

que es posible encontrar en la literatura jurídica sobre las coni- 

petencias concurrentes, puede detectarse un común denomi- 

nador que se reduce a la siguiente idea: son competencias 

concurrentes, aquéllas en que dos poderes públicos distintos 

ostenton las mismos facultades en un mismo ámbito mate- 

rial, desplazando normalmente la Federación a las normas que 

pudieran haber dictado las entidades federodos en cuanio 

no auedan coexistiry 

En suma y en una formi~lación más genérica, podría defi- 

nirse a las competencias concurrentes como aquellas que pueden 

ser eiercidas por un nivel de gobierno (generalmente los Estados 

miembros), mientras el otro no decida eiercerlas (generalmente 

lo Federación). La idea esericial consiste en lo posibilidad del 

"desplazamiento" de un nivel de gobierno por el otro, en el 

ejercicio de o competencia legislativa sobre una materia deter- 

minado. 

La función de las compete~icias concurrentes consiste en 

dotar de flexibilidad al  escjuema constitucional de distribu- 

Coi- el i,iO!.i d. CI" "  l>uerle l i a l r i  < <  i v ? n o r  ":.re t i  í r d ~ i l i r o i  , 175 Fs:orl"i. q u r  , U ? ,  

i . i i o : i  ri l o s  autnrdcidcr ad r i i r i s t ro f vo í  de i s+<;s  i l ' , i i i o i  o p ~ r ; ~ r ~ o : i  dc oc i i d r i de i  relnroio<tn; 

cor i  iiioiercii regi.riooi por i p y m  i ~ d ~ r < ~ l ~  El, este S P  itldll. 'o  I IULCO~ V I  d-1 o r + c ~ l < >  1 1  6 de 
Ir, i u r i i t t u r o i  Griierril de I C  KepGl>lia. q u r  Lii Fz<lr i<ici j i i  y los tsinclo<. 10s i e r i i i , ~  

8 o.. <le le), podtoii coriue,,, 1 "  < , r u , i < o , i  ,o, por ie de estiis de, r e r <  < o  i l e  s u s  t u , i c u r i r i ,  Ir, 
rli. ucioi, y c p ~ r o c , o n  de abroi y iu pie\tn. ior cl i  i e i i i < i i s  iii,b18:iii cuoiiao el clera<rnlu i . : i i ~  

"O">.CO y s ~ L , "  1'1 hago ncceior!" 
L i i i  k~.todi,i e i tu ior i  l<.uiindos pri.0 cidei>r<ir ?-o< i ; i i  re :$  oi , , I : I  s u ,  \ , lu! i r r i  c.' u el?<'<> 

d p  r4iie estos oriirnnn a prcili l i6ri de los ,err isoi  o : c i  a f r ~ i < n n  di- ras lui ;cor.e< o ir,; que  se 
r c l e e  C ,,0rr0io c,,,P~cI' 

1 ,  , p 31 
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ción de competencias, abrir la posibilidad para que los órga- 

nos legislativos de ambos niveles de gobierno, puedan legislar 

en una misma materia (uno u otro pero no los dos a la vez), 

según las circunstancias exijan mayor o menor uniformidad. 

Cabe señalar, sin embargo, que en la práctica han sido los 

órganos federales, y no los de los Estados miembros, quie- 

nes más se han beneficiado con este tipo de competencias. 

Ahora bien, la técnica de las competencias concurrentes 

en el sentido que éstas tienen en la doctrina y jurisprudencia 

constitucional de la mayoría de los Estados federales (con 

el característico fenómeno del "desplazamiento"), no se reco- 

noce en el esquema federol mexicano. Sin embargo, el término 

de 'facultades concurrentes1' se utiliza en México para aludir 

a la situación por la cual una misma materia es compart ida" 

por los distintos niveles de gobierno, con base en las reglas 

establecidas por una ley federal. Tal es el caso, por ejemplo, 

de materias como lo educación, salubridad generol, medio am- 

biente y asentamientos humanos. 

Para ilustrar el punto, podemos acudir a l  texto del articulo 

73, fracción XXIX-G, de lo Constitución mexicana, el cual señala 

que el Congreso de la Unión tiene facultades: "Para expedir 

leyes que establezcan la concurrencia del Gobierno Federal, 

de los gobiernos de los Estados y de los Municipios, en el 

ámbito de sus respectivas competencias, en materia de protec- 

ción al ambiente y de preservoción y restauración del equilibrio 

e c ~ l ó g i c o ~ ~ .  Redacciones parecidas se pueden leer para el 

caso de las otras materias aludidas, conocidas como "facul- 

tades concurrentes" pero en las cuales no se do el despla-  

zamiento" típico de las competencias concurrentes como son 

éstas entendidas en otros Estados federales. 



Desde el punto de visi« doctrinal, convierie discutir ode- 

más el concepto de competencias compartidas. Este tipo de 

competencias, también ccmunes en los sistenias federales, 

iinplica que la Federaciór establece las bases o principios 

para la ordenación de un ó~nbito material, y a los entidades fe- 

deradas les corresponde el desarrollo o normocion completa.",; 

En el caso mexicano, lo Constitución prevé ámbitos mate- 

riales respecto de los cuales a Federación (el Congreso General) 

puede fijar los principios, bases o directrices que en lo materia 

habrcin de seguir las egisl~iciones de los Estodos. Se trata de 

las rnoterias que son objeto de los facultades concurrentes" 

a que hacíamos referencia en el opartodo anterior En cierto 

seritido, esta opción se aproximo a concepto de competencias 

compartidas tal y como o iiemos explicado ineas arribo. Sin 

ernbaryo, coino veremos rnás adelarite, la correspondencia 

rio es exacto, en razón de que en México el Congreso de lo 

U n o n  no está limitado a expedir bases generales que sirvan 

de m a r c o  para que las entidades federotivas emitan las 

leyes de desarrollo correspondientes, sino que puede ir mucho 

inas allá y regular a detalle zualquier aspecto del ámbito rnate- 

r i a  correspondieiite, cuando asi o considere pertinente. 

En materia de educación, tierie facultades poro expedir 

leyes destinadas a distribuir la función social educativa 

entre la Federación, los Estados y Municipios, c o n  el fin 

de unificar y coordinar a educación en todo la Repúblico" 

(a r t  30., frac. Vl l l ,  corstitucional). 

En materia de salubridad general, una ley expedida 

por el Legislativo Federal es la que debe definir a s  boses 
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y modalidades para el acceso a los servicios de salud, y 

establecer la concurrencio de la Federación y las enti- 

dades federativas en materia de salubridad general (art. 

40., párr. tercero, constitucional). 

- En materia de asentamientos humanos, tiene facultades 

para "expedir las leyes que establezcan la concurrencia 

del Gobierno Federal, de los Estados y de las Municipios, 

en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia 

de asentamientos humanos" (art. 73, frac. XXIX-C, consti- 

tucional). 

- En materia ambiental, tiene facultades: Para expedir 

leyes que establezcan la concurrencia del Gobierno Fede- 

ral, de los gobiernos de los Estados y de los Municipios, 

en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de 

protección al  ambiente y de preservación y restauración 

del equilibrio ecológico". 

Par lo arriba apuntado, se puede observar que en la Cons- 

titución mexicana se prevén competencias compartidas (que 

en México denominamos facultades concurrentes"), mismas 

que son una técnica de distribución de competencias de empleo 

común en muchos otros Estados federales. Y efectivamente, 

lo que hacen leyes coma la Ley General de Educación, Ley 

General de Salud, Ley General de Asentomientos Humanos, 

y la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 

Ambiente, es distribuir competencias entre la Federación y 

los Estados en lo que atañe a dichas materias. Cabe aclarar 

que esto no sucede en el caso de lo que hasta el 2 de enero 

de 2009 se denominaba la Ley General que Establece las 

Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad 

Pública. 



4. COMPARACI~N ENTRE EL REGIMEN DE 
"CONCURRENCIA E N  MATERIA EDUCATIVA Y EL 

RÉGIMEN DE "BASES DE COORDINACI~N~ EN 
MATERIA DE SEGURIDAD PÚBLICA 

a) Educación 

Según el artículo 30., froccióii VIII, de lo Constitución General, el 

Congreso de lo Uiiión, con el fin de unificar y coordriar la 

educación en toda la República, expedirá las leyes nece~  

sarias, destinadas a distrbuir la función social educativa 

entre a Federación, los Estados y los Municipios, a fijar o s  

aportaciones económicos correspondientes a ese servicio 

publico y a señalar las sanciones aplicobles a los fuii- 

cionorios que no cumpai i  o i io hagan cumplir las dspo-  

sciones relativas, o misnio que a todos aquellos que a s  

infrinian. 

Por su porte y en el mismo sentido, lo frocción XXV del 

artículo 73, do  a l  Congreso de lo Un ión  lo facultad de d i c t a r  

leyes encaminadas o distribuir convenientemente entre lo Fede- 

ración, los Estados y los Munic ip ios el ejercicio d e  lo función 

educat ivo y los apor tac iones económicas correspondientes 

o ese servicio, buscando unificar y coordinor lo educación en 

todo  lo  Repúb l i co .  

Desde nuestro perspectiva, en  lo frocción Vll l  del  ortículo 

30., la Const i tución empleo el verbo coo rd ino r "  poro refe- 

rirse a un  título competencial  d e  carácter mater ial .  Es decir, 

se d a  o lo Federoción la facultad d e  regulor, medionte uno ley, 

aspectos sustontivos en materio educativo, y determino los 
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tramos de dicha materia que corresponden a cada nivel de 

gobierno. Así, la Federación coord ina"  (dirige) la política 

educativa en todo el país. 

En otras palabras, en los artículos aludidos, coordinar sig- 

nifica dotar a la Federación de un poder de dirección, que le 

habilita para definir un marco normativo dentro del cual los 

entidades federativas, y aun los Municipios, puedan parti- 

cipar conjuntamente en la función educativa, en los términos 

que indique la propia Federación, a través de las leyes que 

en la materia expida el Congreso de la Unión. Lo Federación 

define así qué es lo que toca hacer a cada nivel de gobierno, 

y el tipo de relaciones de colaboración que deberán entablar 

en la prestoción de la educación pública. 

N o  debe pasar inadvertida la circunstancia de que en las 

disposiciones aludidas, el verbo coordinar" aparece junto al  

verbo "unif icat, lo cual manifiesta una clara intención centra- 

lizadora y hornogeneizadora, que busca dotar a la Federación 

de un amplio poder de dirección que le permito definir una 

política educativa nacional con bases uniformes." A su vez, 

esto parecería contrastar con la descentralización educativa1' 

p~ - 
' '  Poro Tena Romirez, a s  verbos unificar y coordinar ron exilvyentei entre s i .  "Mentrar lo 

~ ~ I i c o c ó n  leva a a deiaporición de los portes para integrar un todo, lo cooidinoi ión p r e ~  
la subsistencia de los portes, reloronodar entre si rirtemól~iornente. Ante e lexco 

poca ~ ~ g ~ l o d o  d e  legirlodor de 34, todavia en vigor, el iurrto tiene que buscar lo conc l i o rán  
de los dos vacoblor dentro d e  contexto d e  precepto. Y de este moda hobró que entender que 
e verbo unificar no lo  empleó e redoctor del articulo en el sentida de implantar por el Congreso, 
ientraliióndola, "no rolo educacón p ú b c o  en todo e con expvr ihn  de lar entdader 
federotivai en lo torea camYn a que  las hoba  convocado la reforma de 21. Par encima de la 
u n f c o c i b n  centralzodoro de a enieñonzo.  a que conducirio e vocablo tatalzador aislo- 
domente caniiderodo, otros elementos del mandamiento canr t tu i iona l  hocen prevalecer a 
den  de coordinación, como vomor a verlo Pero tambien habremos de obiervor que o unifi- 
~ a c ó n ,  en el sentdo de centrolizacóm, ho acabado de hecho por gan? o portida a la coor~ 

dinocon, mór o ó  de cuolquiero n terpre ta ión  j u r i d i co  TENA RAMIREL Fepe ,  Derecho 
c ~ n ~ i ~ f u c ~ o n a /  mrxriono,  Puiiou, M6xica. 1978, p. 429 



que ho ocurrido en México, sobre todo a partir de la reforma 

constitucional y legal de 1 993.12 Sin embargo, la contradicción 

es sólo aparente, s i  consideramos que la descentralización 

ocurrió, no tonto obedeciendo a impulsos provenientes de 

los entidades federativas, sino boio los términos y ritmos 

que lo Federación decidió liacerlo, en eiercicio de su amplio 

poder de dirección en materia educativa, o través de una ley 

semejante a las leyes-marco que existen en otros Estados com- 

puestos: la Ley General de E d ~ c a c i ó n . ' ~  

Por su parte, la Ley Gerieral de Educoción es congruen- 

te con la base constitucionol analizada, lo cual puede verse 

desde su artículo 1 o., mismo que anuncia un régimen de dis- 

tribución de competencias en materia educativa, a l  definir 

como uno de sus objetos de regulación, . . l o  educoción que 

imparten el Estado-Federación, entidades federativas y 

Municipios, sus organismos descentralizados y los por-  

ticulares...". 

Por otro lado, el capítulo II de la Ley General de Educoción 

se refiere al  federolismo educativo, y sus reglas distribuyen 

los distintos ámbitos de la función social educativo entre la 

LC L<:y Gei iero l  de Ediiiaciori vigo!iic. q u e  eitablecio lus b c i e i  de In descr1i+ i r i l i>oi6n 
e n  lo r r ia t r ro .  fue p u b l ~ o d n  eii el Uioiio (>l i i tn l  de lo h d e r < , c o n  el  13 de j u l o  de 1993. 

Lo ' d e ~ c e ~ i f r ~ l ~ u c ~ ó ~ ~  e d u i a l ~ v a '  ho i o . i s i d o ,  p r i i ~ i ~ o l i n e n t c  r n  el  irosparo del yober i io  
federal <I 10s gobprlius e ~ i o f ~ l e s .  d~ 10s e i o b l e c m e n f o ~  de educacon  bor ico y r~nrnial, c o i  

todos los clenientor de carácter t é c , , , ~ ~  y a r l r r ~ n ~ t r u t v o .  O S  como los recursos f inoriceros u t ~ l , ~  
rodoser? su operocán VerAGUl~WRVILWNlIEVA. Luir F. ' E  Federalisi~o Mexicaiio funcioiiorn!ento 
v t i ircoi iprndentei". ei i  HERN,4NDEL C H A V E L  A l < "  (coord.l. i H n i i a  uri niievo fe<ieroliiiri<id 
FCt  u Colrgio de t i laxi~o. Mexira 1997. > 143.  Sin ensboigo. el  goberiio lederol, o irouer 

de l<i Sei reiorio de E d u c u i o , i  P ú b l c o  hu ~ o , i s e r v a d o  nipor lanies f<icultrides en motersci de 
ploneocori. noriri"ii"<i y evo1uaior i  de 1 "  i ~ u o l u o r o n  de o eliseiiania lo < " a l ,  po,, alguno5 
oi,torei. thn relegodo o las entidades iedoralvor  o ser nieror eecuio ies de los decisiones odop 
todo5 por la SEP Ver M C H E L  URIBE, Hiiga ii.. Gasto publico y federalsmc> e caso d e  Estodi, 
de J a s c o  119891992)", e,? SEMPERE. l a m e  y SOBARLO. Horniio (cornp 1, Fedrrriltrmo ih<<il 
ei? Mexiro, E C o e g o  de Mexiro.l998. M e x c a .  D 153 



Federación, los Estados y los Municipios. Así, el articulo 12 
establece las facultades exclusivas de la autoridad educativa 

federol;I4 el 13 se refiere a las competencias exclusivas de 

las autoridades educativas loca le^;'^ el 14 establece atribu- 

ciones adicionales y "concurrentes' de las autoridades educo- 

tivas federal y l o ~ o l e s ; ' ~  el 15 establece facultades de los 

Municipios en materia educativa;" el 16 define los foculta- 

des que en la materia corresponden al gobierno del Distrito 

Federal, y el 17 establece la obligación de las autoridades 

educativas federol y locales, de realizar reuniones periódicas 

para analizar el desarrollo del Sistema Educativo Nacional, 

formular recomendaciones, y convenir acciones para apoyar 

la función social educativa (estas reuniones son presididas 

por la SEP). 

- p~ 

"Determinar paro toda lo República los poner  y programas de estudio paro o educoclón 
prmorio, o secundaria, lo normol v demás paro la formación de maestros de educacón b á ~  
rica, o cuyo efecto re conrderará la o p n ó n  de los outaridoder educaiivar locoles; ertablecer 
el calendario ercolor opicable en todo a R e p I b c a  para cado ciclo lectivo de lo eduiocibn 
primoro, a secundario, la narmol y demás paro lo formocón de maestros de educoción b ó r -  
co: eloboror mantener a ~ f u o l i ~ a d o ~  10% librar de texto arotuitor: autorizar e l  uro de libros de 
texto paro lo  educocón p r m o r a  y a secundario; f j o r  ineamientar poro e uso 
de material educativo poro lo educocón prmorio y a re i undo r i a  regulor un rstemo nacional 
de formoción, actuolizoción. copai i tación y superación profesional poro moestror de  educa^ 
ción básica; f l o r  10% r e q u r t o r  pedagógicos de los planes y progromor de educación inicial 
y preeicolor que, en su caro, formulen los porticulores, realizor a planeacón y la progromocón 
globaler del sistema educativo noiional, evoluar o éste y f i jor los lineomientor generoles de 
lo euoluoci6n que las autordader educotivai localer deban reolrar, entre otras. 

Prertor los ie rv icor  de edu iocón  inicol ,  bórica, e r p e c a  y normal, proponer o a SEP 
los regionoles que hoya" de en lor p l one~  y programar de poro lo 
educa ión  arimoria. secundoro. normol: aiustar en su coro. el calendario escolar ooro cado . . 
ciclo lectiva de lo educoción prmario,  recundor~a, normol; prestar los servicios de f o r ~  
moción, octual iacián, capoci tacón y ruperoción proferonal poro los moeitror de educación 
bósica; revolidor y otorgor equvolencos de estudiar de lo educacón primaria, reiundorio y 
normol; otorgor, negor y revoioi  autorización o los particulorer para importr  la educoción 
primario, lo recundora y lo normal, entre otras. 

'"0 esto disposición, "conrur renca ' r ign fco  que Federación, Estados, Dirtrito Federal y 
Mun ic ipor  pueden eiercer l o  focultod en cuertón de monera parolela, sin excluirse mutua- 
mente. Por ~ j emp lo ,  promover y prestar rervciar educotivai d i r tn tor  de lar previstos en lar 
frociionei 1 y IV del articulo 13 de lo ley; prestar iewicior bibliotecarior o través de bibliote- 
iof pIblicar; promover la  nve i f igacón poro lo nnovo i ión  educativa, mpul ror  el derarrallo 
de lo enseñanza tecnolóaco v de lo inve i t~aacón cientilica v tecnolóaco. lomentor v d f u n d r  " .  
los actividades artirti~os, rulfuroler y fir ico~deportivor, entre otras. 

" Señala el articulo 15 de o ley que el Ayuntomenta de codo Mun i cpo ,  podrá, sin pei- 
ju ico  de lo concurrencia de lar outoridadei educotivor federal y localer, promover y prestar 
servicios educativos de cualquier tipo o modalidad. 



Asimismo, en e copí tuo l l  de a citada ley, se estoble- 

cen también reglas sobre el financiamiento de la educación 

pública. En este sentido, en su artículo 25 la ley establece 

un régimen "concurrente" de financiomiento de la educación 

pública, por el cual debe entenderse que la Federación y los 

entidades federativas comparten los gastos relativos 0 1  de- 

seinpetio de dicha función."  

En cuanto a o s  Municipios, el artículo 26 dispone que el 

gobierno de cado entidad federativo, de conformidad con 

los disposiciones aplicables, proveeró lo conducente para que 

cado Ayuntamiento reciba recursos pura e cumplimiento de 

los responsabilidades educativos que estén o cargo de la auto- 

ridad rnunicipol. 

En resumen y volviendo al análisis de a base constitu- 

cional en materia educativo, de la que deriva lo Ley General 

de Educación, se puede observar que el texto constitucio- 

nal da un amplio margen al Congreso de la Unión, para 

distribuir'convenientemente (según lo expresión empleada por 

el texto constitucional) la función educativa entre lo Fede- 

ración, los Estados y los Municipios. E l  Congreso cuenta así 

con amplia discrecionalidad para determinar el alcance y 

significado de dicho conveniencia". 

F',ir,ble~e rl iprmer polroio del o r lh  l o  2 2  de  I<, L c r  Generol  d p  t d t , cac< , r  ' E l  i r <  ..t,o 

:ril-ci r C o l > e r m ~  de codo p i t d< io  lo i l e ro lvu ,  < c > r  5 i i r ro , i  o r i i  dipo18< o i i r 5  do i i c i r e ~  
>:J., c~o'io ~8,bIcc co i .e ipond~. i i i c i  q u e  ,raulten np r r i h  i.5 , ~ > i i r u r r r < r i  al f n u n i o i r e i , l o  

:lp r: ipul1<o d? los r e r v r o s  e i lu<o tuor  €1 ~ i i o i i l l  L I I U U  q u ~  - 1  Esi~,<lo F e d r r r i i ~ . ~  
" ! i i<~r i i l i : i  frdrrni,.nr " ,b/i,,.cp"i , < l ? r t  " r i  rirista e . ,  u r o u . o < n .  y r r i  los i e , v <  o; 

.o<lu.~ri l iui. no podrr, se,  .iieiioi o o r l i o  p-1. c ~ e i i l o  d e  Prodiirlo lnteri io Bruso o ?  p o r  d r i t b  
~ r : i o c  (Ic csir i.io;iio. r i  m e i o i  e 1 %  del Piodiirio Ih tc r i i i  H r u k  <J 1 0  n \ r s i g o c ~ : i n  i e r i l 4 : r r  

y U ~ l~<n . ,n l lo  teciiolorii<o ~r los i n ~ l t l u ~ i ~ . , e i  < l ~  eci,,,co:ian s,~;,rr,oi p<,h:i~c:i' 
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Finalmente, conviene mencionar que el temo de la dis- 

tribución de competencias en materia educativo ha sido 

abordado por la Suprema Corte de Justicia a raíz de la con- 

troversia constitucional 29/2000, promovido por el Ejecutivo 

Federal en contra de la Asamblea Legislativa y la lefa de 

Gobierno, ambos del Distrito Federal, en virtud de lo cual 

la porte actora demandó la invalidez de la Ley de Edu- 

cación del Distrito Federal por  diversos conceptos, entre 

los cuales se encontraba el ser contraria a la distribución de 

competencias que en materia educativa establece la Cons- 

titución y, derivada de ello, la Ley General de Educación. 

En esencia, la parte actora alegó que la Asamblea había 

invadido la esfera competencia1 correspondiente o la Fede- 

ración, a l  regular mediante el referido instrumento legal 

aspectos que la Ley General de Educación asignaba al  ámbito 

competencial exclusivo de la Federación: 

Como puede apreciarse, la ley local distribuye indebida- 

mente la función social educativa cuando establece la atri- 

bución del Gobierno del Distrito Federal, pura impartir edu- 

cación normal y demás para la formación de maestros de 

educación básica. Específicamente, el Congreso de la Unión 

distribuyó a favor del Gobierno del Distrito Federal sólo las 

atribuciones relativas a la educación inicial, básica -inclu- 

yendo la indígena- y especial que están conferidas a las 

autoridades educativas locales. Mientras que los servicios de 

educoción normal y demás para la formación de maestros 

de educación básica en el Distrito Federal, fueron reser- 

vadas paro la Secretaría de Educación Público del Gobierno 

Federal, según se desprende del artículo 16 de la Ley 

General de Educación. Los artículos 11, 13, fracciones lll, V 
yXII1, 61, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 71, 72, 73, 



107, 108, fracción 111 ,  110, 112, 11 9,  fracción XII y 135 

de a Ley de Educación del Distrito Federal, son inválidos 

en la medido que rebasori las atribuciones que se confieren 

a la Asamblea Legislativci del Distrito Federal en los térm- 

nos del orticulo 122 constitucional y, por tanto, son con- 

trarios o lo distribución de lo furición s o c a  educat~va 

que el Congreso de la U n ó n  dispone en la Ley General 

de Educacióii, considerondo que regulan facultades en mo- 

teria de educación normal y demás para a forinación de 

inaestros de educación básico que, por disposicióri expresa 

del artículo 16  de la Ley General de Educación, no corres- 

ponden o los órganos del Distrito Federal, sino o la Secre- 

toría de Educación Pública del Gobierno Federal. D) Como 

se expresa en el articulo 12, fracción VIII, de la Ley G e ~  

neral de Educación, e Congreso de la Unión distribuyó 

de manera exclusivo a lo outor~dod educativa federal la 

ntribución de regular un sistema nacional de créditos, de 

revolidocón y de equivalencia que faciliten el tránsito de 

educandos de un tipo o modalidad educativo a otros. En con- 

gruencia, el artículo 13, f raccon V, facultó en exclusiva o 

las autoridades educativos locales paro revalidar y otorgar 

equivalencias de estudios de lo educación primaria, se- 

cundario, norma y dernós para la forrnación de maestros 

de educación básico, de acuerdo con los Iineamentos que 

la Secretaría de Educación Pública del Gobierno Federal 

expida. No obstante, la Asamblea Legislativo invadió la c o m ~  

petenciu del Congreso Federal a dsponer en su artículo 

137 normas sobre revalidación de estudios que deben 

entenderse como focultad exclusiva de la autoridad edu- 

cativo federal.'" 
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Por su parte, la demondada defendió la constitucionalidad 

de la ley impugnada con base en los siguientes argumentos: 

i. Lo distribución que se consigna en la Ley de Educación 

del Distrito Federal no es contraria a l o  dispuesto por el 

Congreso de la Unión en la Ley General de Educación, en pri- 

mer término porque este ordenamiento no es acorde con el 

texto vigente del artículo 122 constitucional y, en segundo lugar, 

porque no existe invasión alguna de competencias respecto 

a la impartición de la educación normal y demás para la for- 

mación de maestros de educación básico, ya que lo otribu- 

ción del gobierno para prestar los servicios relativos a ese 

nivel educativo se estableció con motivo de lo facultad que 

le confiere a la Asamblea Legislativa el artículo 122, apartado 

C, base primera, fracción V, inciso 1 ) ,  pora legislar en lo con- 

cerniente o la función social educativa. 

i i. La Ley General de Educación fue aprobada en julio 

de 1993, en tanto que las primeros reformas al artículo 122 

constitucional se aprobaron en octubre de ese mismo ano, 

esto es, la Ley General es anterior a la reforma político del Dis- 

trito Federol, por l o  que las condiciones existentes en esos 

momentos eran diferentes, dado que el Distrito Federal no 

tenío autonomía alguna, ni contaba con un órgano legisla- 

tivo propio, sino que era el Congreso de la Unión quien 

expedía las normas que regulaban esa localidad; por tanto, 

a l  no adecuarse dicha Ley General a l  texto actual vigente del 

citado numeral 122 constitucional, es inconstitucional. 

iii. E l  artículo 137  de la Ley de Educación del Distrito 

Federal, no viola lo dispuesto en los artículos 12, fracción 

VIII, y 13 de la Ley General de Educación, porque s i  bien es 



cierto que el Congreso de lo Unión otorgó a la autoridad fede- 

ral educativa la facultad de crear y regular un sistema nacio- 

nal de créditos de revalidación y otorgar equivalencias de 

estudios, a Asamblea Legislativo, atendiendo a la función 

social educativa consignada en e articulo 30. constitucio- 

nal, octualizo e propósito del legislador federal, en virtud de 

los facultades coincidentes entre lo Federación y las enti- 

dades federativas. 

Por su parte, la Corte determinó que, tanto en lo relativo 

a la educación normol conio en lo referente a la regulación 

de un sistema de créditos, revalidación y de equivalencias, la 

Ley de Educación del D.F. había invadido focultades que la Ley 

General de Educocióri, en atención a lo dispuesto sobre el 

régimen de concurrencia establecido en o s  artículos 30., frac- 

ción Vlll, y 73, fracción XXV, hobia asignado como exclusivas 

de a Federación, tal y como se puede apreciar en las siguientes 

tesis de iurisprudencia: 

EDUCACI~N.  LOS ART~CULOS 11, I 3, FRACCIONES III 
Y XIII, 61, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 71, 72, 73, 
107, 1 12 Y 1 19, FRACCIÓN XII, DE LA LEY RELATIVA DEL 

DISTRITO FEDERAL, QUE REGULAN LA PRESTACIÓN 
DE LOS SERVICIOS DE E D U C A C I ~ N  NORMAL Y DE 
OTROS TIPOS PARA LA FORMACI~N DE MAESTROS EN 
ESA ENTIDAD, INVADEN LA ESFERA DE COMPETENCIA 

FEDERAL.-El artículo 13, fracción 1, de lo Ley General de 

Educación, establece las atribuciones que, en forma excu- 

sva, corresponden a las autoridades educativas locales 

en sus respectvas competencias, entre ellas, lo relativa a 

prestar el servicio de educación normal y demás para la for- 

mación de rnoestros; por otra parte, e artículo 16 de dicha 

ley general, serialo que tratándose del Distrito Federal, los 
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atribuciones relativas a la educación inicial, básica i n c l u -  

yendo la i nd ígena  y especial, corresponderán al gobierno 

de esa entidad reservando a la autoridad federal las servi- 

cios de educación normal y de otros tipos para la formación 

de maestros de educación básico; por consiguiente, de 

una interpretación integral del artículo 16 de la Ley Gene- 

ral de Educación, en relación con el numeral 13, fracción 

1, del mismo ordenamiento general, se desprende que sólo 

corresponde a las autoridades educativas del Distrito Fe- 

deral la prestación del servicio de educación inicial, básica, 

indígena y especial, mas no de educación normal y demás 

para la formación de maestros, pues ello compete trotán- 

dose de esa entidad, a la autoridad educativa federal, par 

lo que es inconcuso que los artículos 1 1, 13, fracciones III 

y Xlll, 61, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 68,  69,  70, 71, 72, 
73, 107, 1 12 y 1 19, fracción XII, de la Ley de Educación 

del Distrito Federal, que regulan en forma general lo 

educación normal que imparta el gobierno de dicha enti- 

dad, conculcan la distribución de la función social educativa 

contenida en la Ley General de E d u c a ~ i ó n . ~ ~  

EDUCACI~N. LOS ART~CULOS 135 Y 137 DE LA LEY 
RELATIVA DEL DISTRITO FEDERAL INVADEN LA FACUL- 

TAD DE REGULAR ELSISTEMA NACIONAL DE CRÉDITOS, 
REVALIDACIONES Y EQUIVALENCIAS DE ESTUDIOS, QUE 
CORRESPONDE DE MANERA EXCLUSIVA A LA AUTO- 

RIDAD EDUCATIVA FEDERAL.-De conformidad con 

l o  dispuesto en las artículos 12 y 13 de la Ley General de 

Educación, se desprende que el Congreso de la Unión 

confirió a la autoridad educativa federal, de manera exclu- 

siva, la facultad de regular el sistema nacional de créditos, 

-- - 

" Cantroveria ronrt tucono129I2000. Poder Eiecutvo Federol 15 de novernbre de 2001 
Once votos. Ponente: Sergio Sovodo i  Agurre Anguiono. Secretario: Pedro Alberto Nava 
MolagOn. lbid.. Pleno,TomaXV enero d e 2 0 0 2  t e r r  PIJ 148I2001, p 1039; U S .  187993. 



revalidación y equivalencias, y a los autoridades educa ti^ 
vas locales. en el ámbito de sus respectivas competencias, sólo 

lo relativa a revalidar y otorgo, equivalencias de estudios, de 

acuerdo con o s  lineamientos generoles que la autoridad 

federal expida. En congruencia con o anterior, resulto incon~ 

cuso que los artículos 135 y 137 de lo Ley de Educación del 

Distrito Federal, al regular a revolidoción, serialando los 

rmvees en que se otorgorá y o s  requisitos pura outorizarlo, 

transgreden lo distribució~i de lo función social educativa 

esfobecida en la citado ley general, pues invaden las a t r i ~  

buciones que le han sido conferidas, en forma exclusiva, o 

lo autoridad federol  educativo.^' 

FACULTADES CONCURRENTES EN EL SISTEMA JUR~DI-  

co MEXICANO. SUS CARACTER~STICAS GENERALES.- 
Si b e n  es cierto que e artículo 124 de la Constitución Polí~ 

tic« de los Estados Unidos Mexicanos establece que: Las 

facultades que no están expresamente concedidas por esta 

Constitución a los f unc i onu r~~s  federoles, se entienden re- 

servadas a los Estodos., también lo es que el Oryano 

Reformador de la Constitución determinó, en diversos 

preceptos, la posibilidad [le que el Congreso de la Unión 

fijara un reparto de competencias, denominado facultades 

coricurrentes", entre la Federación, las eritidodes federo- 

tivas y o s  Muriicipios e, inclusive, el Distrito Federal, en ciertas 

inoterios, coriio son: la educativa (artícuios 30..  fracción 

VI1 y 73, fracción m), lo de salubrdad (ariícuos 4 0 ,  párrafo 

tercero y 73, fracción XVI). la de osentamientos humanos 

(artículos 27, párrofo tercero y 73, fracción XXIX-C), lo de 

seguridad pública (ortícuo 73, fraccón XX I I ) ,  la ambiental 

(articulo 73, fracción XXIX~G), lo de protección civil (artículo 

73, fracción XXIX-1) y o deporiiva (articulo 73, fracción XXIX-J). 

1 1 .  i i r i , ~  P J 150 200 l .  p 1 OJO. IIi 187092 
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Esto es, en el sistema iuridico mexicano las facultades concu- 
rrentes implican que las entidades federativos, incluso el 
Distrito Federal, los Municipios y la Federación, puedan 
actuar respecto de una misma materia, pero será el Con- 
greso de lo Unión el que determine la forma y los términos 
de la participación de dichos entes a través de una ley 
general.72 

Como puede apreciarse en la última tesis citada, la Corte 

equipara el régimen de facultades concurrentes de materias 

como salubridad, asentamientos humanos y medio ambien- 

te, con el de seguridad pública y protección civil. Sin embargo, 

como se verá a continuación, puede sostenerse que el régimen 

de la materia 'seguridad púb l ica  es distinto, y está construido 

alrededor del concepto de bases de coordinación. 

b) Seguridad pública 

El  sexto párrafo del artículo 21, determinaba en la época en 

que se planteó la controversia constitucional objeto del pre- 

sente comentario, que: "La Federación, el Distrito Federal, los 

Estados y los Municipios, se coordinarán, en los términos que 

la ley señale, para establecía un sistema nacional de segu- 

ridad púb l ica .  Por su porte, la fracción XXlll del artículo 73 
constitucional establecía la facultad del Congreso de la Unión 

paro "...expedir leyes que establezcan las boses de coordi- 

nación entre la Federación, el Distrito Federal, los Estados y 

los Municipios en materia de seguridad pública".23 

p~ 

" Ibid., t e i s  PIJ. 14212001. p. 1042; IUS: 187982 
" Recordemos que ornbor d i rpo i iconer  fueron obe to  de o reformo constitucional en 

mo+erio de regurdod p ú b i o ,  publicado e 18 de u n a  de 2008. es decir can  posteriordad 
a lo re,uluiiÓn de  la confroverrio constitucional que aqui se comenta. 



En mi opinión, la Constitución hace uso del término coor -  

dinación" paro referirse a un título competencia1 de naturaleza 

formal o procedimental. Es  decir, la Constitución da a la Fede- 

ración la facultad de expedir una ley que regule aspectos 

formales o procedimentaies tendientes o lograr un resultado 

coherente en el eiercicio de competencias propios relativos 

a a niateria de seguridad pública. 

En otras palabras, podemos afirmar que con el fin de al- 

canzar de manera coherente y armónico ciertos fines de 

coberturo nacional en materia de seguridad pública, lo Cons- 

titución establece un réginien de coordinación obligatorio, 

que se erige en un freno a !a descentra!ización, que a su vez 

genera la posibilidad de integración de las partes en un todo." 

Se trata de establecer boses que definan una forma de trabajo, 

un método o modo de eiercer facultades propios, eri el cual 

lo coordinación ha de entenderse corno un título competen- 

cial formal o procedimental (no sustantivo) del Congreso de 

la Unión, que además es obligatorio y no potestativo. 

Cabe destacar, en relación con lo anterior, que el objeto 

de la ley federal en la materia o la que se refiere lo primero 

parte de la fracción XXl l l  del artículo 73 constitucional, no es 

regular algún aspecto sustoiitivo de la seguridad pública, sino 

establecer las boses de coordinación entre los tres niveles 

de gobierno. A su vez, esto significa que toda norma de esta 

ley federal que pretenda regular aspectos sustantivos en 

materia de seguridad pública estatal o inunicipal, puede 

ser calificada como inconstitucional. Ello es así porque su 
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alcance es meramente formal o procedimentol, lo cual ha de 
lograrse o través del establecimiento de las citadas bases de 

coordinación" que rijan las relaciones de colaboración en 
materia de seguridad pública entre los distintos niveles de 

gobierno. 

Ahora bien, en el marco de esta forma de entender la coor- 

dinación, cada nivel de gobierno, del sistema federal mexi- 

cano, ejerce las atribuciones que en materia de seguridod 
pública le corresponden, según lo establece el régimen cons- 

titucional. Importa saber en consecuencia, cómo es que se 
distribuyen las competencias entre niveles de gobierno bajo 

el esquema constitucional en vigor, en materia de seguridod 
pública, desde un punto de vista sustantivo. Esto es relevante 
porque, como he afirmado, lo parte sustantivo queda fuera 

del régimen de coordinación, mismo que se refiere única- 

mente a aspectos procedimentales. 

El aspecto sustantivo del régimen constitucional de la 
seguridod pública en nuestro país estaba regulado en el nio- 

mento de conocerse de la controversia constitucional comen- 
tada, por el párrafo sexto del artículo 21 de la Constitución 
General, que a la letra disponía: "La seguridad público es 

una función a cargo de lo Federación, el Distrito Federal, 
los Estados y los Municipios, en las respectivas competencias 
que esta Constitución señalo...". Ahora bien, a pesar de esta 

redacción, no existía en aquel entonces (como no existe hoy 
día) en la Constitución Federal, disposición alguno que indi- 

case con precisión cuáles tramos de la función de seguridad 
público corresponde a cado instancia de gobierno. En rea- 

lidad, la identificación de los competencias de cada nivel de 

gobierno en esta materia requiere un examen sistemático 

de diversos artículos de la Constitución. 



Pura realizar dicho examen, resultaría útil comenzar por 

determinar qué autoridades se encargan de la seguridad pú- 

blica en México para, a partir de ahí, proceder a identificar 

cuál es el régimen de distribución de competencias a que están 

sujetas. Sin embargo, no es éste el lugar apropiado para ana- 

lizar tal puiito, simplemente nos limitaremos a comentar, por 

un lado, que al referirse el citado artículo 21, párrafo sexto, 

de la Constitución Genera,  a a s  respectivas competencias" 

que en materia de seguridad pública la propia Constitución 

setialaba (lo setiala también hoy en el párrafo noveno del 

mismo artículo) para el ejercicio de la funcióri de seguridad 

pública por parte de Fedel-ocióri, Distrito Federal, Estados y 

Municipios, reconoce que es lo Constitución (y no una ley del 

Congreso) la fuente que iia de determinar dichas compe- 

tencias. Como se observa, además, no se emplea en párrafo 

alguno del artículo 21 ni del 73 (ambos de o Constitución 

General), el concepto de "facultades concurrentes". 

Por otro lado, resulta pertinente observar que, en conso- 

nancia con el esquema coiistituciona descrito, la Ley Gene- 

ral que Establece las Bases de Coordinación del Sistema 

Nacional de Seguridad Púl~lica, identificaba como su obieto 

el establecimiento de " . . . os  bases de coordinación entre la 

Federación, los Estados, e! Distrito Federal y los Municipios 

paro la integración y funcionaniiento del Sistema Nacional de 

Seguridad Pública". Asimismo, desde sus primeros artículos, 

la ley se preocupaba por dejar a salvo de manera expresa las 

atribuciones constitucionales (sustantivas) que en materia de 

seguridad pública tienen tonto lo Federación, como los enti- 

dades federativas y los Municipios. De esta manera, el artículo 

50 .  indicaba en su primer párrafo que . . l a  coordinación y 

aplicación de esta ley, se liará con respeto absoluto de las 
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atribuciones constitucionales que tengan las instituciones 
y autoridades que intervienen en el Sistema Nac iona l .  

Además, la ley cuidaba no incidir de manera vinculante 
sobre la parte sustantivo de la materia de seguridad pú- 

blica de Estados, Distrito Federal y Municipios, a l  aclarar 
en su artículo 40.  que cuando las disposiciones de la ley 
comprendan materias y acciones que incidan en diversos 
ámbitos de competencia de la Federación, los Estados, el 
Distrito Federal o de los Municipios, se aplicarán y ejecuta- 

rán mediante convenios generales y específicos entre las partes 
componentes del Sistema Nacional. En otras palabras, lo 
que lo ley decía era que s i  en algún momento la aplicación 
de dicha ley implicase incidir sobre las atribuciones cons- 

titucionales que cado nivel tiene en materia de seguridad 
pública, esto se haría únicamente con el consentimiento de 
las partes, que así decidirían suretar el "eiercicio" de sus fa- 

cultades en la materia (no la "titularidad"), a un parámetro 
general común. Es decir, en el supuesto aludido, la afectación 
a las competencias materiales de las entidades federativas o 
de los Municipios provendrían no de la ley, sino de los con- 
venios que las partes suscr ib ie~en.~" 

Al no otorgar lo Constitución General o la Federación un 
poder de dirección sustantivo sobre la materia de seguri- 

dad pública (como en el caso de la educación o de la salu- 
bridad general), la integración en las políticas, lineamientos 
y acciones provenientes de las instancias de coordinación 

previstas en la ley,26 dependería así del consentimiento de las 

p~ ~ ~ ~ ~ - p  

>' los o b l e t ~ o i  de a ioordinoción y las moterior que comprende lo coordinacón en el  
ómbito de a segurdad pública, están ieiiolodar en los articulas 9 0 .  y 10 de lo ley. 

'"05 inrtoncioi de coordinación previstos por a ley ion el  C o n r e o  N a i i o n o  de Seguridad 
Públ~ca, o s  Conreior Locoles y Regionoes de Caordnación, y o s  Conreor  de Coo rd ina ión  



partes (en particular, de los Estados, D.F. y Municipios). Esto 

quedo claro cuando se aludía a los convenios, como en el 

coso del articulo 50. de la lev arriba reseñado; o como en el caso 

de la priniera parte del artículo 1 1  de lo rnisnia ley, el cual 

indicaba que: Las políticai, ineomientos y acciones de coor- 

dinación se llevarán a coho mediante lo suscripción de los 

convenios respectivos.. . " .  

Sin embargo, hay que señalar que la segundo parte del 

articulo 1 1  igualmente disponía que las mencionadas polí- 

ticas, lineamientos y accioiies de coordinación se llevarán al 

cabo no nada más mediante convenios, sino también: . c o n  

base en los acuerdos y resoluciones que se tomen en el Conse- 

jo Nacional de Seguridad Pública y en las demás instancias 

de coordinación.  

En nuestra opinión, el tipo de coordinación que la Norma 

Fundamental establece en materia de seguridad pública, 

implico la obligación de integrarse a un sistema nacional, y 

de participar en una serie de métodos o procedimientos de 

trabajo definidos por el Congreso de la Unión, pero no con- 
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llevo capacidad alguna de dirección materiol que incida en 

el ámbito material de competencias de los otros dos niveles de 

gobierno, como es el caso de las llamadas facultodes con- 

currentes". 

Resulta útil aludir a los argumentos vertidos en el infor- 

me rendido por el secretario de Gobernación, con motivo de 

la acción de inconstitucionalidod que un grupo de legislo- 

dores federales interpuso en contra de lo Ley General que Esta- 

blece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de 

Seguridad Pública.27 En dicho informe, se reitero en varios oca- 

siones el hecho de que lo Constitución ha atribuido la función 

de seguridad pública a todo la organización estatal mexicana, 

y que en lo realización de dicha función deben participartodas 

las autoridades constitucionales. Además, sostiene que lo ley en 

comento no modifico las competencias constitucionales: 

Como puede verse, las responsabilidades del Consejo 
Nacional de Seguridad Pública son estrictamente de coor- 
dinación. Ninguna de ellas amplía o restringe los facultades 
y competencias de quienes lo integran: gobernadores, jefe 

de Gobierno del Distrito Federal, procurador general de la 
República y diversos secretarios de Estado. Igualmente, 
las competencias correspondientes a las instancias cuyos 
titulares participan en el Consejo, son independientes y tam- 

- ~p - 

2'Acción de nconititvcionalidad 1/96. El 19 de enero de 1996,  integrantes de lo LVI Legr- 
latura de lo Córnara dc Dipulodos promovieron l o  acción de inconrtitucionaldad en contra 
de l o s  fraccionei 111 y IV del articula 1 2  de a Ley Generol que Ertobece los Borer de Coordi- 
nación d e  sriemo N a c o n o  de Seguridad Púbiica, por considerar que la participación de 
los recretarior de la Defenro Nocanol y de Marno,  ero contraria o los orticuor 21 y 1 2 9  de lo 
Constitución Político de los Ertadar Unidas Mexiconar. Si b e n  el problema plonfeado o o Corte 
no se reIerio directomente o1 esquemo de dir t rbución de competencias d e  r i i fema federol 
mexicano, lo Suprema Corte desarrolló en su decisión una serie de orgumentor sobre dicha 
esquema en relación con la seguridad p ú b c o ,  msmor  que se reseñan rn6r adelante. A f ina l  
de cuentar e Pleno de a Suprema Corte determnó que los disposiciones impugnodar noeron 
controrar o a Con i t t ucón .  



poco modifican a aquellos atribuidas a dicho Conseio, que 

únicamente tiene funciones de c ~ o r d i n a c i ó n . ~ ~  

Asimismo, el secretario d e  Gobernac ión  a rgumentó  que  

el hecho de  que  el Consejo Nac iona l  d e  Seguridad Pública 

fuera una instancia superior de  coord inac ión y n o  una au to -  

r idad eiecutora d e  acciones, de iaba  a salvo la  esfera de  

competencias de  Estados y Munic ip ios:  

De acuerdo a los ordenamientos constitucionales antes 

transcritos, la función de seguridad pública se realiza en 

dos ámbitos de actuación: a) uno de coordinación de p o ~  

liticas y lineomientos, y b) otro de eiecución de acciones. 

Participan en a coordinación las órdenes (sic) constitucionales 

con competencia previsto en la propia Constitución: fe de^ 
ración, Distrito Federal, Estados y Municipios, con el fin 

de armonizar sus funciones en esta moteria. En tanto en el 

atnbito de ejecución, cada nivel de gobierno, por conducto 

de sus respectivas autoridades Ministerio Público, Policía 

Judicial, instituciones de Policia Preventiva y demás c o m p e ~  

tentes, realizo las acciones de prevención, persecución y 

sanción de ilicitos, así como las de reinserción social de 

delincuentes y menores infractores. Este marco const -  

tucional armoniza tanto el propósito de que la Federación, 

el Distrito Federal, los Estados y los Municipios coordinen 

SUS esfuerzos en materia de seguridad pública, como el 

relativo al respeto de competencias, toda vez que las acco -  

nes se ejecutan dentro de la esfera de competencia de 

las instituciones federales, estatales y municipales corres- 

p~nd ien tes .~ "  

"SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION. 'Segurdad P u b l i a .  A c r o n  de in ran i -  

t t i i i o i i a l i d a d  1/96'. eii Serie Debofes. f'leno. No 8.  1996, Méxco.  p 20 
' lb id .  p. 21 .  E i i  oira porle r l e  nfo, i r ie se rozor16 eri el rerittdo de que a r ia tu ru le~a  de 

los func o n e i  d e  Conrelo N a i o n a  ron de ' coordnacion.  d e i e r m n n c ó n  de prnpucifnr. 
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Por su parte, en el proyecto de resolución que eventual- 

mente fue aprobado por unanimidad por los integrantes del 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia, se recogió el argumento 

de que: " ... el Consejo Nacional de Seguridad Público no es una 

instancia que modifique las competencias constitucionales." 

Y se reconoció que: 

... no existen facultades ejecutivas del Conseio, limitándose 
a funciones de coordinación, determinación de lineamien- 
tos y medidas, emisión de bases, formulación de propuestas 
y programas, y anólisis de proyectos, lo que demuestra que 
sus funciones son consultivas y normativas internas para los 
órganos que intervienen en el citado Consejo, y no ejecu- 
tivos hocia los gobernados3" 

En suma, el artículo 21 constitucional establecía (como es- 

toblece hoy) un deber, a l  señalar que la Federación, el Distrito 

Federal, los Estados y los Municipios " ... se coordinarán en 

los términos que señale la ley, poro establecer un Sistema 

Nacional de Seguridad Pública". Entendido como deber, el 

precepto no deja opción a no coordinarse. Los distintos ni- 

veles de gobierno deben, pues, hacerlo. Hay un deber de 

armonizar, de articular el ejercicio de las funciones propias 

en materia de seguridad pública. Ahora bien, i p o r a  qué 

deben coordinarse? Si nos fijamos bien, el texto constitucional 

establece que la acción de coordinar recae sobre un objeto 

que la propio disposición denomina 'Sistema Nacional de 

elobaracón de progromos, onólisis de proyector y e~tofufor.  expediión de reglar. eicetero, es 
de r r  de caraiier progrom6tic0 y de p~oneorón,  que de desprendo uno oció"n 
operofva en lo ejecución de d c h o i  p rog iomoiy  l ineomientor pues ésta se entiende conferdo 
a lar d v e r i a i  ou tardode i  que o r g a n c o  y funiionolmente tienen el mpera tvo  l ega  de rea l -  
zarlos . Ibid.. pp. 20-21 

'O Ibid., pp. 74-77 .  



Seguridad Público". E s  decir, no recae sobre las tareas sus- 

tontivas de la seguridad pública (prevención, persecución de 

delitos, imposición de penas, administración de centros de reclu- 

sión). Recae sobre un S i s t e m a  que establece ciertas reglas 

y procedimientos de colaboración entre los niveles de gobierno 

de nuestro sistema federal cuyo fin es lograr una política inte- 

gral y armónica del Estodo mexicano en materia de seguridad 

públi<:ci. 

Por las razones arr iba apuntadas, considero que la ar- 

gumentación que forma porte nuclear de la decisión aquí 

comeritoda, no puede sostenerse. E s  decir, como se explicó, 

la base del razonamiento aprobado por la mayoría de la 

Corte consiste en identificar a materia de segur idad pú- 

b l i c o  como sujeta al réginien identificado con la deno- 

niinación de "facultades concurrentes", para a partir de ahí 

construir el resto de la argumentación. Sin embargo, como 

se procuró demostrar en el comentario, la seguridad pública" 

no esto sujeta a un régimen de "facultades concurrentes sino 

a otro, que bien podría Iluniarse de "bases de coordinación". 

Esto significa que la preterisión de incluir a la materio de 

"seguridad privada' en la supuesta facu l tad concurrente' 

de seguridad púb l ica  no se sostiene conceptualmente, lo 

cual afecta la estructura y sentido enteros de lo decisión. 

Esto forma de ver el problema, de alguno manera se refle- 

jo en el voto particular formulado por el Ministro José Fernando 

Fronco Gonzolez Salas, pai-a quien lo Ley Federal de Segu- 

ridod Privado excede en su contenido las facultades que el 
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Constituyente ha otorgado en la materia al Congreso General, 

en detrimento de las que tienen, por determinación de la 

Constifución, los órdenes locales y, en el caso concreto, el 

Distrito Federal. 
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